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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de 
Primera 

Instancia, Sala 
de Bayamón 
 

Caso Núm. 
D AC2015-0799 

 
Sobre: 
Impugnación de  

Confiscación 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y las 

Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes.  
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2016.  

 Comparece ante nos el Estado Libre Asociado, por sí y en 

representación del Departamento de Justicia, el Secretario de 

Justicia, la Policía de Puerto Rico, y el Superintendente de la 

Policía, por conducto de la Oficina de la Procuradora General 

(E.L.A.), como parte peticionaria en este caso. Solicita revisión de 

una Orden emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Bayamón (TPI), el 3 de junio de 2015, y notificado a las 

partes el 10 de junio de 2015. Mediante la referida Orden, el Foro a 

quo declaró No Ha Lugar la Moción Solicitando Consolidación, 

instada por la peticionaria. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

denegamos la expedición del auto. 

I. 

 El 14 de abril de 2015, la señora Irma L. Álvarez Reyes y el 

señor Emmanuel Negrón Charneco instaron Demanda contra el 

E.L.A., impugnando la confiscación de un vehículo de motor. Tras 

presentar correspondiente Contestación a la Demanda, el 13 de 
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mayo de 2015, el E.L.A. presentó Moción Solicitando Consolidación. 

Sostuvo que el caso de epígrafe guarda estrecha relación con el 

Caso Civil Núm. DAC2015-0828, razón por la cual solicitó al TPI 

que ordenara la consolidación de ambos casos. 

 El 3 de junio de 2015, el TPI dictó Orden, mediante la cual 

declaró No Ha Lugar la Moción instada por el E.L.A. El 24 de junio 

de 2015, la parte peticionaria presentó Moción de Reconsideración, 

reiterando los planteamientos esbozados en la anterior solicitud de 

consolidación. El 3 de julio de 2015 el TPI emitió Resolución, 

declarando No Ha Lugar, la solicitud de reconsideración. 

 Inconforme, el 12 de agosto de 2015, el E.L.A. acudió  ante 

nos, por vía de Certiorari. Esbozó el siguiente señalamiento de 

error: 

 El Tribunal de Primera Instancia abusó de su 

discreción al denegar la consolidación del caso de 
epígrafe con otro en el que se impugna la confiscación 

del mismo vehículo de motor sin haber efectuado un 
análisis ponderado de la totalidad de las 
circunstancias de los casos cuya consolidación se 

solicita. 
 

 Con posterioridad a varios trámites procesales, el 25 de 

noviembre de 2015, emitimos Resolución. Conforme a la Regla 83.1 

del Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. 

XXII-B, otorgamos quince (15) días al Hon. Pedro J. Saldaña 

Rosado, Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia, para que 

fundamentara la Orden objeto de revisión. Así las cosas, el 21 de 

diciembre de 2015, el Hon. Saldaña Rosado presentó 

Comparecencia Especial ante este Foro. Indicó que su 

determinación de No Ha Lugar, a a solicitu de consolidación, 

respondió a que el E.L.A., obvió presentar ante el Tribunal 

documento alguno que acreditara la existencia de una cuestión 

común de hecho entre el caso de autos y el Caso Civil Núm. 

DAC2015-0828. De igual forma, la parte peticionaria falló en 
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acreditar el interés que pudiera tener la parte demandante del 

Caso Civil Núm. DAC2015-0828, en el vehículo de motor 

confiscado. 

II. 

 El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar discrecionalmente la 

decisión de un tribunal inferior. Art. 670 del Código de 

Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy conocido como Ley de Recursos 

Extraordinarios, 32 L.P.R.A. sec. 3491. Por tratarse de una vía 

extraordinaria, ésta debe ser limitada, a aquellos casos en que la 

ley no provee un remedio adecuado para corregir un error 

señalado. Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913, 917-918 (2009). 

Esta discreción en nuestro ordenamiento jurídico ha sido definida 

como una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera. No significa poder 

actuar en una forma u otra haciendo abstracción del resto del 

derecho, porque ciertamente eso constituiría un abuso de 

discreción. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 98 

(2008); Torres v. Junta de Ingenieros, 161 D.P.R. 696, 715 (2004).   

A tal fin, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone, en su parte pertinente, lo siguiente:   

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 

por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 

privilegios evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en 
casos de relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 

un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 
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Con el fin de ejercer con prudencia nuestra facultad 

discrecional para entender o no en los méritos los asuntos que son 

planteados mediante el recurso de certiorari, la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 

40 establece los criterios que tomamos en consideración al 

momento de atender una solicitud de expedición de este recurso. 

Ésta reza como sigue:   

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:   
  
A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

  
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

  
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

  

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio.     
  

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  
 
En virtud de lo anterior, al evaluar un auto de certiorari este 

Tribunal se guiará por los criterios arriba expresados y utilizará su 

discernimiento para entender o no en los méritos de los asuntos. 

De ordinario, se respetan las medidas procesales que los jueces del 

TPI toman en el ejercicio prudente de su discreción para dirigir y 

conducir los procedimientos que ante ellos siguen. Además, es 

norma reiterada que “este tribunal no intervendrá con el ejercicio 

de la discreción de los tribunales de instancia, salvo que se 
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demuestre que hubo un craso abuso de discreción, o que el 

tribunal actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

Derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial”. Zorniak Air Services v. Cessna 

Aircraft Co., 132 D.P.R. 170, 181 (1992). 

 Por otro lado, la consolidación de pleitos se rige por lo 

dispuesto por la Regla 38.1 de Procedimiento Civil, que dispone:  

Cuando estén pendientes ante el tribunal pleitos que 

envuelvan cuestiones comunes de hechos o de derecho, 
éste podrá ordenar la celebración de una sola vista o 
juicio de cualquiera o de todas las cuestiones litigiosas 

envueltas en dichos pleitos; podrá ordenar que todos los 
pleitos sean consolidados; y podrá, a este respecto, 
dictar aquellas órdenes que tiendan a evitar gastos 

innecesarios o dilación.   
 

La regla citada establece el principio cardinal del derecho 

procesal puertorriqueño, de evitar la multiplicidad de pleitos y el 

poder adjudicar en una sola causa de acción distintas 

reclamaciones. La finalidad de la consolidación consiste en evitar 

la proliferación de acciones, lograr la economía procesal y evitar la 

indeseable probabilidad de que surjan fallos incompatibles 

relacionados en un mismo incidente. Vives Vázquez v. ELA, 142 

D.P.R. 117 (1996).   

Para que proceda la consolidación es necesario cumplir con 

dos requisitos: 1) que los casos presenten cuestiones comunes 

de hecho, o de derecho, 2) y que éstos estén pendientes ante 

el tribunal. Al evaluar una solicitud de consolidación, el juzgador 

debe considerar los criterios siguientes: si la consolidación evita 

resultados inconsistentes entre las distintas disputas que 

presenten cuestiones similares de hecho o de derecho. Así también 

deben considerarse los perjuicios que la consolidación podría 

causarle a los litigantes y al sistema de impartir justicia y la 

posibilidad de que dichos perjuicios no puedan evitarse, mediante 
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unas órdenes cautelares. Lo importante es que la consolidación 

promueva la buena administración de la justicia, la aceleración en 

la resolución de las disputas y la reducción de los costos en la 

litigación. Vives Vázquez v. ELA, supra. (Énfasis nuestro).   

III. 

 Entendemos que en el recurso de autos, no le asiste la razón 

al E.L.A., cuando alega que el TPI erró al declarar sin lugar la 

solicitud de consolidación instada. Antes bien, conforme la 

disquisición esbozada por el Foro recurrido, la peticionaria 

incumplió en proveer aquella documentación que acreditase ante el 

juzgador la existencia de cuestiones comunes de hecho o de 

derecho, entre los dos casos que solicitaba consolidar. Destacó el 

TPI, que de la totalidad del expediente del caso de epígrafe ante sí, 

se desprende únicamente la notificación de confiscación del 

vehículo de motor, la cual fue provista por la parte aquí recurrida. 

Es decir, la omisión de la parte peticionaria, limitó su solicitud a 

una serie de alegaciones desprovistas de corroboración, incapaces 

de cumplir con los requisitos de la aplicable norma de Derecho 

anteriormente reseñada.  

En virtud de lo anterior, el recurso de autos no cumple con 

los criterios de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, ni con 

los criterios de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra. La 

determinación impugnada no acarrea un fracaso de la justicia, ni 

exhibe error, perjuicio, parcialidad, o abuso de discreción alguno. 

Antes bien, toda vez que el E.L.A. falló en proveer prueba 

demostrativa de los requisitos que esboza la Regla 38.1 de 

Procedimiento Civil, supra, concluimos que la determinación del 

TPI, al declarar sin lugar la solicitud de consolidación, fue una 

correcta en Derecho.  
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IV. 

 Por los fundamentos que hemos anteriormente expuesto, 

denegamos la expedición del auto. Se devuelve el caso al Tribunal 

de Primera Instancia  para la continuación de los procedimientos. 

 

 Notifíquese a todas las partes, incluyendo al Hon. Pedro J. 

Saldaña Rosado, Juez Superior del Tribunal de Primera Instancia. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

   

 


